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INICIATIVA QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 30 Y 31 DE LA LEY FEDERAL DE 
DEFENSORÍA PÚBLICA, A CARGO DEL DIPUTADO ANTONIO LORENZO CASTRO 
VILLARREAL, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA. 

El que suscribe, diputado federal Antonio Lorenzo Castro Villarreal, integrante del Grupo 
Parlamentario de Morena de la LXVI Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamento 
en lo establecido en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; así como en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la 
Cámara de Diputados, someto a consideración de esta soberanía la presente iniciativa con 
proyecto de decreto por el cual se reforman los artículos 30 y 31 de la Ley Federal de 
Defensoría Pública, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

La Defensoría Pública Federal es una institución esencial para garantizar el derecho 
humano de acceso a la justicia y a una defensa adecuada, en términos de los artículos 17 y 
20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM). Su función 
principal es proporcionar asesoría, representación y defensa legal gratuita a las personas en 
situación de vulnerabilidad, asegurando que el ejercicio de los derechos fundamentales no 
dependa de la capacidad económica de los justiciables. 

Asimismo, el Instituto Federal de la Defensoría Pública (IFDP) desempeña un papel crucial 
en la protección y promoción de los derechos humanos, conforme a los principios 
establecidos en el artículo 1° constitucional, que obliga a todas las autoridades a respetar, 
proteger, garantizar y promover los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en 
los tratados internacionales de los que el Estado mexicano es parte. 

En este sentido, la designación del titular del IFDP debe atender a los más altos estándares 
de objetividad, transparencia, independencia y legitimidad democrática, dado que este 
cargo incide directamente en la eficacia del sistema de defensa pública y en la confianza 
ciudadana en el acceso equitativo a la justicia. 

Actualmente, el debate sobre el mecanismo de nombramiento del titular del IFDP ha 
puesto en evidencia la necesidad de reforzar dicho proceso para evitar designaciones 
discrecionales o carentes de legitimidad social. Por ello, otorgar al Senado de la República la 
facultad de nombramiento, previa evaluación técnica del Consejo de la Judicatura Federal 
(CJF), representa una fórmula equilibrada entre profesionalismo y control democrático. 

El Senado de la República, como cámara de representación federal y plural, conforme al 
artículo 76 de la CPEUM, tiene atribuciones de control político y funciones de 
nombramiento en diversos órganos autónomos y del Estado, precisamente para garantizar 
que estos cargos sean ocupados por personas idóneas, bajo un procedimiento público y 
sujeto al escrutinio de la sociedad. 

Se propone que el CJF emita una convocatoria abierta, transparente y basada en méritos, 
mediante la cual se evalúe a los aspirantes con criterios técnicos rigurosos, seleccionando 
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una terna de los mejores perfiles. Posteriormente, el Senado realizaría la elección definitiva a 
través de comparecencias públicas y deliberación abierta, garantizando así el principio de 
máxima publicidad, conforme a lo dispuesto en el artículo 6º constitucional. 

Este modelo responde a recomendaciones internacionales que señalan la importancia de 
dotar de independencia y legitimidad a las defensorías públicas. La Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) ha señalado que las defensorías deben 
contar con autonomía funcional, independencia y procedimientos de designación 
transparentes, para evitar presiones políticas o interferencias indebidas.1 

Además, al permitir la participación activa del Senado y de la sociedad civil en el proceso, se 
fortalece la rendición de cuentas, principio esencial en un Estado democrático de derecho; 
Por otro lado, datos recientes muestran la creciente demanda de los servicios del IFDP: tan 
solo en 2023, el Instituto atendió a más de 350,000 personas en materia penal, civil, 
administrativa y de derechos humanos, reflejando su importancia social2 Por ello, es 
indispensable que su titular cuente con un perfil técnico-jurídico de excelencia, pero 
también con legitimidad democrática para conducir una institución que impacta 
directamente en la vida de miles de personas. 

Conclusión 

La participación del Senado en la designación del titular del IFDP, previa evaluación técnica 
del CJF, garantiza una elección objetiva, transparente y responsable, acorde con los 
principios constitucionales y los estándares internacionales en materia de acceso a la 
justicia y derechos humanos. Esta fórmula permitirá consolidar la confianza pública en la 
Defensoría, evitando prácticas discrecionales y asegurando que la persona designada actúe 
con independencia, profesionalismo y compromiso con la sociedad. 

Por lo anteriormente expuesto, se somete a consideración de esta soberanía la siguiente 
iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforman los artículos 30 y 31 de la Ley Federal de Defensoría 
Pública 

Artículo Único. - Se reforman los artículos 30 y 31 de la Ley Federal de Defensoría Pública 
para quedar como sigue: 

Artículo 30 . La persona titular de la Dirección General del Instituto Federal de Defensoría 
Pública será electa por convocatoria abierta emitida por la Cámara de Senadores del 
Congreso de la Unión, la cual elegirá al titular de la dirección general por el voto de la 
mayoría simple de los miembros presentes de la Cámara de Senadores. 

La persona titular de la dirección general durara 3 años en el cargo, pudiendo ser reelecto 
por una ocasión. 
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Artículo 31. La persona titular de la Dirección General del Instituto deberá reunir para su 
designación, los requisitos siguientes: 

I. Contar con la ciudadanía mexicana por nacimiento, no haber adquirido otra 
nacionalidad y estar en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos; 

II. Tener cuando menos treinta años de edad cumplidos al día de su designación; 

III. Acreditar experiencia de cinco años en el ejercicio de la abogacía, relacionada 
especialmente, con las materias afines a sus funciones; y poseer, al día de la designación, 
título y cédula profesional de licenciatura en derecho, expedido por la autoridad o 
institución legalmente facultada para ello con antigüedad mínima de cinco años 
computada al día de su designación, y: 

IV. Gozar de buena reputación, prestigio profesional y no contar con condena por delito 
doloso con sanción privativa de libertad mayor de un año. Empero, si se tratare de ilícitos 
como el robo, fraude, falsificación, abuso de confianza u otro que lesione seriamente la 
buena fama de la persona en el concepto público, inhabilitará a ésta para ocupar el cargo 
cualquiera que haya sido la penalidad impuesta. 

La Cámara de Senadores verificará que los aspirantes cumplan con los requisitos 
establecidos en la convocatoria que se emita y formulará las bases por las cuales se 
examinará a los aspirantes. 

El titular de la Dirección General presentará anualmente al Congreso de la Unión un 
informe de actividades; para tal efecto comparecerá ante las Cámaras del Congreso en 
los términos que dispongan ambas Cámaras. 

Transitorios 

Primero. – El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 
diario oficial de la federación 

Segundo. - La titular de la dirección general del instituto de la defensoría pública en 
funciones deberá comparecer ante las Cámaras del Congreso tras la publicación de la 
presente ley. 

Notas 

1 Comisión Interamericana de Derechos Humanos (2013). Garantías para la independencia de las y los 
operadores de justicia. 

2 Instituto Federal de la Defensoría Pública (2024). Informe Anual de Actividades 2023. 
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de abril de 2025 

Diputado Antonio Castro Villarreal (rúbrica) 

 

 

 

 


